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Revisión Judicial 
procedente del 
Departamento de 
Asuntos del 

Consumidor  
 
Caso Número: 
CAG-2018-0001214  

 

Sobre: 
Condominios  

 

Panel integrado por su presidenta, la jueza Birriel Cardona, el juez 
Bonilla Ortiz y la jueza Cortés González 

 
Cortés González, Jueza Ponente 

 

 
SENTENCIA 

 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de abril de 2021. 

 Comparece ante este foro intermedio el señor Rafael Ortiz 

Bonilla (señor Ortiz Bonilla o recurrente), mediante Recurso de 

Revisión Judicial.  Solicita la revisión de la Resolución notificada el 

13 de enero de 2021, mediante la cual el Departamento de Asuntos 

del Consumidor (DACo) le ordenó llevar a cabo determinadas 

reparaciones en el apartamento de la parte recurrida. 

Luego de analizar los planteamientos traídos ante nuestra 

consideración, resolvemos confirmar el dictamen recurrido. 

I. 

Los señores Elsie E. Toro Díaz y Carlos M. Flores Ortiz (parte 

recurrida), presentaron una Querella ante el DACo en contra del 

señor Ortiz Bonilla, que fue recibida en las oficinas de dicha 

agencia el 12 de octubre de 2018.1  En esta, alegaron ser los 

titulares de un apartamento en el Condominio El Sol localizado en 

 
1 Véase, Carta del DACo a la parte recurrida, Exhibit 6, pág. 40 del apéndice del 

recurso. 
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el municipio de Caguas.2  En esencia, reclamaron que al señor 

Ortiz Bonilla, quien era el dueño anterior del apartamento y 

además funge como administrador interino del condominio, le 

correspondía hacerse cargo de la corrección de ciertos defectos en 

el apartamento.3  Particularmente, afirmaron que la tubería 

sanitaria que discurre por su apartamento, provocó filtraciones de 

aguas usadas, que causaron daños en el interior de la propiedad. 

Tras recibir la Querella, el DACo sugirió a la parte recurrida, 

enmendarla a los efectos de incluir como querellados a la Junta de 

Directores y al Consejo de Titulares del Condominio.4  Ello, ante la 

posibilidad de que, en su día, los defectos llegaran a considerarse 

comunales y, en consecuencia, la responsabilidad de atenderlos 

recayese en la Junta de Directores.  Subsiguientemente, la parte 

recurrida presentó un documento sobre Enmienda a Querella, en el 

que hicieron constar que en el Condominio El Sol “no ha existido 

ni existe Junta de Directores ni Consejo de Titulares”.5  Ello, a 

pesar de que fue precisamente el señor Ortiz Bonilla quien sometió 

el Condominio al Régimen de Propiedad Horizontal.6 

Así las cosas, el DACo llevó a cabo una vista administrativa 

el 18 de octubre de 2019, a la cual comparecieron las partes de 

título, por conducto de sus respectivos representantes legales.7  

Tras evaluar la prueba presentada, el DACo emitió la Resolución 

recurrida el 7 de febrero de 2020,8 la cual fue notificada y 

archivada en autos el 13 de enero de 2021.9   

En el dictamen recurrido, el DACo formuló trece (13) 

Determinaciones de Hechos.  Con base en estos, concluyó que 

 
2 Íd. 
3 Íd. 
4 Íd. 
5 “Enmienda a querella” del 12 de octubre de 2018, ExhIbit 7, pág. 41 del 

apéndice del recurso. 
6 Resolución recurrida, Exhibit 22, pág. 91 del apéndice del recurso. 
7 Íd. 
8 Íd., a la pág. 94 del apéndice del recurso. 
9 Notificación de la Resolución recurrida, Exhibit 23, pág. 95 del apéndice del 

recurso. 
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“[l]as tuberías que discurren entre el apartamento de los 

querellantes y el apartamento superior son comunales por lo que 

corresponde al querellado en su carácter de administrador interino 

llevar a cabo todas las reparaciones necesarias para su 

funcionamiento adecuado”.10  Razonó que el modo de subsanar las 

deficiencias era mediante la reubicación de las referidas tuberías.11  

En consecuencia, como remedio la agencia recurrida le 

ordenó al señor Ortiz Bonilla que, dentro de un término de treinta 

(30) días, “reubique la tubería sanitaria que discurre por el techo 

del apartamento de los querellantes y que ha provocado 

filtraciones de aguas usadas en varias ocasiones”.12  Además, le 

ordenó “reparar el interior del apartamento en las áreas afectadas 

por las referidas filtraciones” o, en la alternativa, indemnizar a los 

recurridos en la cantidad de $10,195.53 para que sean estos 

quienes gestionen llevar a cabo las reparaciones.13 

Inconforme con el dictamen, el 12 de febrero de 2021, el 

señor Ortiz Bonilla acudió ante este foro intermedio, mediante el 

recurso que nos ocupa, en el que le atribuye a DACo el siguiente 

error: 

Erró el Honorable Departamento de Asuntos del 
Consumidor al no desestimar la querella por no haber los 
querellantes-recurridos presentado la prueba necesaria 
para justificar el remedio solicitado de la eliminación o 
reubicación de los tubos de descarga que pasan por el 
interior de su apartamento, error que no quedó subsanado 

por el “informe de inspección de querella de construcción” 
[sic] sometido por el perito del DACO, respecto al cual 
DACO no dio al querellado la oportunidad de presentar 
objeciones documentadas ni la oportunidad de 
contrainterrogar al perito autor del informe. 

 

 Por su parte, el 15 de marzo de 2021, la parte recurrida 

interpuso s Alegato en Oposición a Recurso de Revisión.  Luego de 

analizar las posturas de las partes, y tras un estudio detenido de la 

totalidad del expediente, resolvemos. 

 
10 Resolución recurrida, Exhibit 22, pág. 93 del apéndice del recurso. 
11 Íd. 
12 Íd, a la pág. 93 del apéndice del recurso. 
13 Íd. 
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II. 

La revisión judicial de las determinaciones administrativas 

tiene implicaciones importantes, ya que es a través de este 

mecanismo que el tribunal cumple con el mandato constitucional 

de velar por la legalidad de las acciones de las diversas entidades 

gubernamentales.  Ríos Martínez, Com. Alt. PNP v. CLE, 196 DPR 

289, 301 (2016); Junta Dir. Condominio Portofino v. P.D.C.M., 173 

DPR 455, 466 (2008).  Así, el derecho a cuestionar la 

determinación de una agencia administrativa mediante revisión 

judicial es parte del debido proceso de ley protegido por la 

Constitución de Puerto Rico.  Asoc. Cond. v. Meadows Dev., 190 

DPR 843, 847 (2014); Picorelli López v. Depto. de Hacienda, 179 

DPR 720, 736 (2010).  Para cumplir con ese principio, el Artículo 

4.006(c) de la Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico otorga la competencia apelativa a este Tribunal para 

revisar las decisiones, órdenes y resoluciones finales de 

organismos o agencias administrativas.14 

Estas agencias están en mejor posición para dirimir 

controversias relacionadas con los asuntos que les son 

encomendados mediante legislación, debido a que cuentan con la 

experiencia necesaria y conocimiento especializado.  De este modo, 

es vasta la jurisprudencia que reitera la gran deferencia que los 

tribunales conceden a las determinaciones administrativas, debido 

a que son las llamadas a velar por la aplicación y ejecución de sus 

normas y reglamentos, en función de los deberes otorgados por sus 

leyes habilitadoras.  Pagán Santiago, et al. v. ASR, 185 DPR 341, 

358 (2012).  

Ahora bien, la decisión de una agencia administrativa gozará 

de una presunción de legalidad y corrección que será respetada, 

siempre que la parte que la impugna no produzca evidencia 

 
14 Ley Núm. 201-2003, según enmendada, 4 LPRA sec. 24y(c). 
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suficiente para rebatirla.  Batista, Nobee v. Jta. Directores, 185 

DPR 206, 215 (2012).  El criterio rector para la revisión de este tipo 

de determinación es el de razonabilidad, esto es, si la actuación de 

la agencia fue ilegal, arbitraria o tan irrazonable que constituye un 

abuso de discreción.  Íd., a la pág. 216.  La revisión usualmente 

comprende las siguientes áreas: (1) si se concedió el remedio 

apropiado; (2) si las determinaciones de hechos son conformes al 

principio de evidencia sustancial; y (3) si las conclusiones de 

derecho son correctas.  Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty, et al. II, 

179 DPR 923, 940 (2010). 

Según lo dispone la Sección 4.5 de la Ley Núm. 38-2017, 

conocida como “Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico”, ante una revisión judicial, el tribunal 

sostendrá las determinaciones de hechos de una agencia 

administrativa, si están basadas en evidencia sustancial que obre 

en el expediente.  3 LPRA sec. 9675.  Según analizado por el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico, evidencia sustancial es aquella 

evidencia relevante que “una mente razonable podría aceptar como 

adecuada para sostener una conclusión”.  Acarón, et al. v. 

D.R.N.A., 186 DPR 564, 584 (2012).  La aplicación de este criterio 

busca “evitar sustituir el criterio del organismo administrativo 

especializado por el del foro judicial revisor".  Íd.; Hernández, 

Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592, 615 (2006); P.C.M.E. v. 

J.C.A., 166 DPR 599, 615 (2005). 

La parte recurrente tendrá la carga de demostrar que en el 

expediente administrativo existe otra prueba que reduce o 

menoscaba el valor probatorio de la evidencia que impugna, al 

punto tal que se pueda concluir que, ante la totalidad de la prueba 

que tuvo ante su consideración, la determinación de la agencia no 

fue razonable.  Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 728 (2005).  Si dicha 

parte falla en demostrar que la determinación de la agencia no 
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estuvo basada en evidencia sustancial o que existe otra prueba que 

reduce el valor de la prueba impugnada, el tribunal debe respetar 

las determinaciones de hechos.  Íd.  En cambio, las conclusiones 

de derecho podrán revisarse en toda su extensión.  Sección 4.5 de 

la Ley Núm. 38-2017, 3 LPRA sec. 9675.  Aun así, debe dársele 

gran peso y deferencia a las interpretaciones que hacen las 

agencias de las leyes específicas que se les ha encomendado poner 

en vigor, por lo que sus conclusiones no pueden descartarse 

libremente.  Hernández, Álvarez v. Centro Unido, supra. 

III. 

 Mediante el único señalamiento de error formulado, el señor 

Ortiz Bonilla argumentó que el DACo erró al no desestimar la 

Querella, debido a que los recurridos no presentaron la prueba 

necesaria para justificar el remedio solicitado de la eliminación o 

reubicación de los tubos de descarga que pasan por el interior de 

su apartamento.  El recurrente considera que dicho error no quedó 

subsanado por el “informe de inspección de querella de 

construcción” [sic] sometido por el perito del DACo.  Sostiene, 

además, que dicha agencia no le dio la oportunidad de presentar 

objeciones documentadas, ni tampoco le permitió contrainterrogar 

al perito autor del informe.  Este error no se cometió.  Nos 

explicamos. 

 Sabido es que, tal y como reseñáramos en nuestra 

exposición del derecho aplicable, las determinaciones de hechos 

que formulan las agencias administrativas gozan de una 

presunción de legalidad y corrección a la que debemos deferencia, 

siempre que éstas se basen en la evidencia sustancial que obra en 

el expediente administrativo.  Aplicado dicho estándar al recurso 

de epígrafe, luego de evaluar la determinación recurrida a la luz de 

la totalidad de lo que surge forma parte del expediente 
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administrativo, concluimos que no nos encontramos en posición de 

interferir con el criterio del DACo para variar su determinación. 

 Destacamos en primer lugar, que el señor Ortiz Bonilla no 

nos puso en posición de pasar juicio sobre la prueba oral que el 

DACo recibió durante la vista administrativa celebrada el 18 de 

octubre de 2019; y que posteriormente aquilató como parte del 

proceso conducente a formular las determinaciones de hechos. 

Para ello, habría sido esencial que el recurrente incluyera con su 

recurso de revisión judicial una transcripción de la prueba oral, lo 

cual omitió. 

 Es menester enfatizar, además, que la determinación del 

DACo, en cuanto a la cuantificación de los daños que sufrió el 

apartamento de la parte recurrida como consecuencia de la 

filtración de aguas usadas, se basa en el resultado de una 

inspección realizada por un técnico del DACo, quien rindió un 

informe que figura como prueba documental en el expediente 

administrativo.15  Basado en la evaluación llevada a cabo por el 

técnico del DACo, cuyos hallazgos surgen del referido informe, 

dicha agencia determinó que los daños sufridos por la parte 

recurrida ascienden a $10,195.53.16   

Como parte de la argumentación del señalamiento de error 

planteado, el recurrente cuestiona que la agencia recurrida no le 

dio la oportunidad de presentar objeciones documentadas, ni 

tampoco le permitió contrainterrogar al perito autor del informe.  

Sin embargo, lo cierto es que, como parte de las Determinaciones 

de Hechos formuladas por el DACo y a las cuales debemos 

deferencia, la agencia recurrida expresó que “[e]l querellado no 

impugnó oportunamente el informe de inspección”, y que 

“[p]osteriormente intentó impugnarlo lo cual no fue permitido por 
 

15 Informe de Inspección de Querella de Construcción, Exhibit 11, págs. 47-48 del 

apéndice del recurso. 
16 Resolución recurrida, Exhibit 22, Determinación de Hechos núm. 9, pág. 92 

del apéndice del recurso. 
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el foro”.17 (Negrillas suplidas).  Es evidente, que del expediente no 

surge que el recurrente gestionara llevar a cabo otra inspección, 

ofreciera prueba a través de un perito o llevara a la vista 

administrativa evidencia conducente a refutar las conclusiones que 

el técnico del DACo consignó en el mencionado informe. 

De otra parte, el DACo, fundamentado en la prueba que tuvo 

ante sí, concluyó que los daños sufridos por los recurridos se 

debieron a una serie de eventos de filtración de aguas usadas.  En 

específico, la agencia recurrida determinó que “[l]as tuberías de 

descarga que corren por la habitación de los querellantes y que 

ocasionaron que el agua cayera dentro del apartamento de los 

querellantes, es una tubería comunal”.18  (Negrillas suplidas).  No 

nos encontramos en posición de variar esa determinación, pues es 

el DACo el ente con la pericia, conocimiento y experiencia 

necesarios, además de ser quien ostenta la facultad expresamente 

delegada por ley, para entender en controversias como la que nos 

ocupa, relacionadas con estructuras sometidas al régimen de 

propiedad horizontal, que cuenten con al menos una unidad 

destinada a vivienda,19 como lo es el Condominio El Sol.  No surge 

de los autos, otra prueba que contradiga lo establecido por DACo. 

En consecuencia, es forzoso concluir que la parte dispositiva 

de la Resolución recurrida, no solo se ajusta a la prueba 

presentada durante la vista administrativa y a la evidencia 

sustancial que obra en el expediente, sino que, además, es 

conforme a derecho.  En lo pertinente, el Artículo 36A de la Ley 

Núm. 104 de 25 de junio de 1958, según enmendada, 31 LPRA 

sec. 1293-1, dispone, en lo pertinente, lo siguiente: 

 
17 Íd., Determinación de Hechos núm. 10. 
18 Íd., Determinación de Hechos núm. 11. 
19 Véase, artículos 42 y 48 de la Ley Núm. 104 de 25 de junio de 1958, según 

enmendada, 31 LPRA secs. 1293f y 1294, estatuto aún vigente cuando el 

Condominio El Sol fue sometido al régimen de propiedad horizontal.  
Actualmente, rige la Ley Núm. 129-2020, “Ley de Condominios de Puerto Rico”, 

la cual fue aprobada el 30 de junio de 2020 y derogó expresamente la Ley Núm. 

104, supra. 



 
 

 
KLRA202100068 

 

pág. 9 de 9 

El titular o los titulares que sometan el inmueble al 
régimen de propiedad horizontal, asumirán la 

administración inicial del inmueble, con todos los 
poderes y deberes que esta Ley confiere e impone, y los que 
el Reglamento confiere e imponga al Director o a la Junta 
de Directores, al Presidente y al Secretario. 
 
[…] 
 
(b) El administrador interino tendrá las siguientes 
responsabilidades: 

 
1. Atender todo lo relacionado con el buen gobierno, 

administración, vigilancia, conservación, cuidado, 
reparación y funcionamiento de las cosas y elementos de 
uso común y de los servicios generales y necesarios para 
cumplir con lo antedicho en este inciso. (Negrillas 

suplidas). 

 

Según las Determinaciones de Hechos formuladas por el 

DACo, el señor Ortiz Bonilla fue el titular que sometió el inmueble 

al régimen de propiedad horizontal y quien, además, funge 

actualmente como administrador interino.  En consecuencia, y 

toda vez que no se acreditó ante el DACo la existencia de una 

Junta de Directores o Consejo de Titulares, es forzoso concluir que 

le corresponde al recurrente, en calidad de administrador interino, 

cumplir con la orden del DACo y reubicar la tubería comunal que 

causó daños a los recurridos.  También, es el recurrente quien se 

encuentra obligado a llevar a cabo las reparaciones o, en la 

alternativa, cubrir el costo de éstas. 

IV. 

Por los fundamentos que anteceden, CONFIRMAMOS la 

Resolución recurrida. 

Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones  


